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Exp. 329/2020 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

	EXP. 329/2020.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********.

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ

	MAGISTRADA: MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS.


San Luis Potosí, S. L. P., veintiséis de agosto de dos mil veinte. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 329/2020, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciocho de marzo del dos mil veinte, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por el acto que a continuación se precisa:

“El Estado de cuenta con número de folio **********, emitido por el Organismo denominada INTERAPAS, por la cantidad de **********.”

II.- Mediante proveído de dieciocho de marzo de dos mil veinte, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; una vez realizados los trámites conducentes del procedimiento, se realizó la audiencia final, la que se realizó sin la asistencia de las partes, por lo que el Secretario de Acuerdos de esta Primera Sala Unitaria, dio cuenta con los escritos de demanda y contestación de la misma, se reseñó las pruebas ofrecidas por las partes; se hizo constar que en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon éstos por ninguna de las partes; por lo que se tuvo por concluida la audiencia, se citó para resolver en definitiva, y se turnó el expediente para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En ese tenor, la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria advierte que en el caso, se actualiza la causal de improcedencia prevista por el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la parte actora, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.

El artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que para demandar en el Juicio Contencioso Administrativo, hay que detentar interés jurídico o interés legítimo, el primero corresponde a la titularidad de un derecho subjetivo público, mientras que el segundo corresponde a invocar una situación de hecho tutelada por el orden jurídico, ya sea de un sujeto determinado o de los integrantes de un grupo diferenciado del conjunto general de la sociedad.

A efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto legal citado:

ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.

Ahora bien, de las constancias de autos se advierte que en el presente caso comparece a juicio la C. **********, a demandar el consumo de agua potable, emitido por el Organismo denominada INTERAPAS, por la cantidad de **********.) a través del estado de cuenta con número de folio ; estado de cuenta o recibo que se encuentra dirigido a “**********”, visible a foja 12 de autos antes valorado;
La accionante, refiere en su escrito de demanda que comparece en su carácter de “propietaria y poseedora del lote de la Casa-Habitación en el construida ubicada en **********)”, tal como lo afirma en el capítulo de hechos, inciso a).

De igual manera en el inciso b) del capítulo de Hechos de su demanda inicial, refiere la actora que actualmente se encuentra en posesión del inmueble precisado, lo cual afirma que lo acredita con un contrato privado en “…**********)”, sin exhibir dicho documento como se verá a continuación.
En el caso que nos ocupa, la accionante ofrece los siguientes medios de prueba y convicción:

1.- Estado de cuenta con número de folio **********, del Contrato **********, con vencimiento al 15 de febrero de dos mil veinte, por la cantidad total de **********), emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, el cual se encuentra dirigido a “**********” cuyo documento consta a fojas 12 de los presentes autos.
2.- Copia simple de la credencial para votar, a nombre de la accionante, expedida por el Instituto Nacional Electoral. (ver foja 13)

3.- Recibo de pago de gas natural emitido por **********., a nombre de la parte actora, correspondiente al mes de febrero 2020, la que consta a fojas 14 del presente sumario.

Las citadas documentales tienen el alcance de demostrar  impugnado, a nombre de persona distinta al accionante, la presunción de la expedición de la credencial para votar a nombre de la actora, así como la emisión del recibo emitido por **********., a nombre de la parte actora.
Por tanto, dichos medios de prueba no acreditan la afirmación de la actora en el sentido de que es propietaria y poseedora del inmueble situado en **********, pues ninguno de las pruebas documentales reseñadas anteriormente acreditan la calidad de propietaria, ni tampoco de poseedora de dicho inmueble, ni tampoco acredita la posesión del inmueble con el contrato que refiere en el inciso b) del capítulo denominado “VII, UNA RELACION CLARA Y SUCINTA DE LOS HECHOS QUE CONSTITUYAN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA”, toda vez que no exhibió contrato privado alguno, como se puede observar en su propia relatoría de pruebas ofertadas mediante su escrito de demanda, en la cual hace referencia a los tres elementos de prueba  anotados con antelación, por lo que no acredita fehacientemente ser poseedora del inmueble citado en el recibo impugnado, esto mediante el contrato privado que refiere, el cual constituye el medio idóneo para tal efecto, máxime que el recibo impugnado se encuentra a nombre de persona diversa al accionante (**********), y por tanto, carece de interés jurídico y legítimo, para promover el presente juicio de nulidad, pues no se detenta la facultad de exigir ante la administración pública el respeto al ordenamiento jurídico, por virtud de la afectación a la esfera jurídica en sentido amplio.

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios jurisprudenciales que por analogía al caso concreto resultan aplicables.

“Sexta Época, No. Registro: 268700, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tercera Parte, IX, Materia(s): Común, Tesis: Página:    73

INTERES JURIDICO EN EL AMPARO. La afectación de los intereses jurídicos requiere una especial demostración para que pueda admitirse ya que no es jurídico ni racional hacer inferencias, carentes en lo absoluto de una base de la que pudiera presumirse ese interés jurídico enunciado, pero no probado, como lo requiere la propia naturaleza del juicio de garantías que, por ser contencioso, queda sujeto a normas de orden procesal claras y terminantes, que conducen a establecer que el que afirma está obligado a probar, y la falta de esa prueba a nadie más que a la parte quejosa es imputable…”

“Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación XI, Marzo de 1993, Página: 296, Tesis Aislada, Materia(s): Común

INTERES JURIDICO, FALTA DE. Si los quejosos promovieron por su propio derecho y alegan que el acto reclamado afecta a una sucesión, es incuestionable que carecen de interés jurídico para reclamar el proveído de referencia, si omiten acreditar ante el juez de Distrito que representarán legalmente a la sucesión presuntamente afectada. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO…”
Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por el artículo II del artículo 228 del Código que rige el proceso administrativo, que se refiere a la improcedencia del juicio al no afectarse los intereses jurídicos o legítimos del actor, procede decretar el sobreseimiento de la presente causa acorde con lo dispuesto por la fracción II del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Considerando que esta Sala Unitaria ha decretado el sobreseimiento, resulta innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SEPTIMO CIRCUITO.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción II y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 228 fracción II, en relación con el artículo 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando SEGUNDO de la presente resolución. 
TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.-(rúbricas)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 

